
 

JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE MANIZALES 

Manizales, Caldas, treinta y uno (31) de agosto de dos mil veinte (2020) 

 

SENTENCIA:  142 

PROCESO:   ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE:  MARÍA ZOHET RODRÍGUEZ RAMÍREZ 

ACCIONADO:   AFP PROTECCIÓN S.A. 

RADICADO:   170014003002-2020-00298-00 

 

OBJETO DE LA DECISIÓN E INTERVINIENTES 

 

Se pronunciará el fallo que en derecho corresponda a la acción de tutela 

instaurada por MARÍA ZOHET RODRÍGUEZ RAMÍREZ C.C. 24.330.331, a 

través de apoderada el 18/08/2020, contra AFP PROTECCIÓN S.A. 

 

HECHOS 

Relató la actora que:  
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PRETENSIONES 

 

Pretende la accionante: 

 

 

DERECHOS VULNERADOS. 

 

Del texto de la tutela se infiere que la accionante considera vulnerado sus 

derechos fundamentales de petición y a la seguridad social, pues la 
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pretensión va encaminada a que se le resuelva su solicitud de pensión. Si 

bien es cierto indica como vulnerado el debido proceso, es claro para este 

juzgador que al interpretar la demanda dicho derecho no es el que resulta 

vulnerado en estos casos. 

 

CONTESTACIÓN DE LA PARTE ACCIONADA  

 

AFP PROTECCIÓN S.A. informó que el señor Andrés Felipe Puerta Rodríguez, 

quien se identificaba con cédula de ciudadanía No. 75102912, presentó 

afiliación al Fondo de Pensiones Obligatorias administrado por Protección 

S.A., con efectividad desde el 12 de abril de 2011 y como afiliado inicial al 

sistema general de pensiones. Que en fecha del 12 de febrero de 2020 y 

ante el deceso del afiliado el día 16 de abril de 2019, la señora María Zohet 

Rodríguez Ramírez se presentó en Protección SA para recibir PREASESORIA 

sobre el trámite de solicitud de pensión de sobreviviencia. Preasesoría a 

través de la cual se indicó la documentación indispensable para radicar 

solicitud formal de prestación económica. 

 

Que debido a lo anterior, la señora María Zohet Rodríguez Ramírez allegó 

alguna documentación a esta AFP, la cual fue efectivamente valorada, pero 

en ningún momento se recibió solicitud formal de prestación económica por 

parte de la hoy accionante con la suscripción de los formatos establecidos 

para ello y por aprobación total de documentación. Ahora bien, en atención 

a la anterior validación de documentos, se le informó a la accionante, que 

se evidenciaban las siguientes inconsistencias que debían ser subsanadas, 

eso en el mes de febrero de 2020, lo cual fue reiterado el pasado 17 de 

julio: 

 

-Formato de reclamantes presenta fecha de nacimiento de la beneficiaria 

diferente al de la c.c. 

-Declaración extra-juicio de dependencia económica debe ser rendida por 

la beneficiaria no por terceros. 

-Registro Civil de Nacimiento del Afiliado debe tener fecha de expedición 

inferior a 6 meses 



PROCESO:  ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE: MARÍA ZOHETT RODRÍGUEZ RAMÍREZ 

ACCIONADO:  AFP PROTECCIÓN S.A. 

RADICADO:  170014003002-2020-00298-00 

 

 

 

5 

Así las cosas, como la señora María Zohet Rodríguez Ramírez no ha 

subsanado todos los soportes inconsistentes y se encuentra pendiente por 

aportarlos a Protección SA, es oportuno reiterar que los mismos deben 

cargarse por el portal web de esta AFP para mayor celeridad en el caso y 

respecto del trámite de radicación para posterior definición 

prestacional:https://www.proteccion.com/wps/portal/proteccion/web/home/

recepcion-documentos/ 

 

El 31 de agosto la apoderada de la parte actora, agregó que: 
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GENERALIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 

 

PROCEDENCIA: 

 

La acción de tutela es un medio de defensa judicial de los derechos 

constitucionales fundamentales, establecido por el artículo 86 de la Carta 

Superior, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por las 

autoridades públicas o por los particulares, que ostenta una naturaleza 

eminentemente subsidiaria y residual, por lo que solamente procede cuando 

no existe otro mecanismo de protección judicial, o por evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

Tratándose del caso que nos ocupa es procedente adelantar su trámite por 

referirse a derechos como a la salud y a la vida en condiciones dignas, que 

tienen el carácter de fundamentales por así establecerse en la Constitución 

Política.  

 

LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES: 
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La parte actora está legitimada en la causa por activa para procurar 

mediante este procedimiento la defensa y protección de sus derechos 

constitucionales fundamentales. Por su parte la accionada está habilitada en 

la causa como responsable de dar respuesta a la petición invocada. 

 

COMPETENCIA: 

 

Los presupuestos capacidad para ser parte, competencia, petición en forma y 

capacidad procesal aparecen totalmente satisfechos, y como no se observa 

causal alguna de invalidación de todo o parte de lo actuado, el fallo que ha de 

producirse es de fondo. La parte accionante y los representantes de la entidad 

accionada tienen capacidad para ser partes (artículos 1°, 5°, 10 y 13 del 

Decreto 2591 de 1991); son personas (naturales y jurídicas) y por tanto 

sujetos de derechos y obligaciones, este sentenciador es competente para 

resolver la solicitud en primera instancia por mandato del artículo 37 ibídem 

en concordancia con el tercer inciso del numeral 1 del artículo 1° del Decreto 

1382 de 2000; y la petición satisfizo las exigencias de los artículos 14 y 37 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

CONSIDERACIONES 

 

Respecto del Derecho de petición en materia pensional, manifestó la Corte 

Constitucional en Sentencia T-155 de 2018 lo siguiente: 

 

“32. La Constitución Política de 1991, en el artículo 23, reconoce el derecho de toda 

persona a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 

general o particular y a obtener pronta resolución. 

 

  

La Corte ha reiterado en diversas ocasiones que este derecho fundamental es 

indispensable para lograr los fines del Estado contenidos en el artículo 2º de la Carta, 

“como lo son el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución, la participación de los ciudadanos en las decisiones que 

los afectan y para asegurar que las autoridades cumplan las funciones para las cuales han 

sido instituidas. 

 

  

La jurisprudencia constitucional ha sostenido que el derecho de petición se satisface si 

concurren los elementos esenciales como “(i) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en 
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términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a 

recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta debe ser pronta y oportuna, es 

decir, la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, que debe ser lo más 

corto posible, así como clara, precisa y de fondo o material, que supone que la autoridad 

competente se pronuncie sobre la materia propia de la solicitud y de manera completa y 

congruente, es decir sin evasivas, respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados, 

y (iii) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, independiente de que la 

respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se debe acceder a lo pedido”. 

 

  

El derecho de petición aparecía regulado en el Decreto 01 de 1984 hasta la expedición del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 

2011); no obstante, el título que lo regulaba fue declarado inexequible a través de 

sentencia C-818 de 2011, debiendo el legislador expedir la Ley Estatutaria 1755 de 2015, 

la cual lo disciplina en la actualidad. 

 

  

33. En cuanto a las solicitudes relacionadas con el derecho a la pensión de vejez, 

invalidez y sobrevivencia, el artículo 19 del Decreto 656 de 1994 establece que deberán 

decidirse en un plazo máximo de cuatro (4) meses. 

 

  

De igual manera, el artículo 4° de la Ley 700 de 2001 prevé que los operadores públicos y 

privados del Sistema General de Pensiones y Cesantías contarán con un plazo no mayor a 

seis (6) meses, a partir del momento en que se eleve la solicitud de reconocimiento por 

parte del interesado, para adelantar los trámites necesarios tendientes al pago de las 

mesadas correspondientes, so pena de incurrir en una mala conducta y, en consecuencia, 

responder solidariamente en el pago de la indemnización moratoria a que haya lugar si el 

afiliado ha debido recurrir a los tribunales para el reconocimiento de su pensión o cesantía 

y el pago de costas judiciales. 

 

  

Por su parte, la Ley 1755 de 2015, que sustituyó el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en el artículo 14, dispone que “salvo 

norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse 

dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”.  

 

  

34. Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia T-238 de 2017, sostuvo que “las 

autoridades ante las que se interponga una solicitud de carácter pensional, en principio, 

deben resolver la misma dentro de los quince días hábiles siguientes a su interposición. 

Salvo que se trate de una petición elevada ante la extinta Cajanal, ahora la UGPP, en 

cuyo caso el término para resolver es de 4 meses o que se refiera al trámite efectivo para 

el reconocimiento y pago de una mesada pensional, caso en el cual, la administradora de 

pensiones cuenta con 6 meses a partir del momento en que se radique la solicitud para 

realizar las diligencias necesarias tendientes al pago de la mesada”. 

 

  

Conforme con las normas previamente señaladas y la jurisprudencia constitucional se 

tiene que: 

 

 (i)      Dentro de los quince (15) días siguientes a la interposición de una solicitud 

pensional, la administradora debe informar al peticionario sobre el estado en el que se 

encuentra su trámite, las razones por las cuales ha demorado la respuesta y la fecha en 

la que responderá de fondo sus inquietudes. 
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(ii)        Las solicitudes pensionales deben resolverse en un término no mayor a 

cuatro (4) meses, contados a partir de la presentación de la petición. 

 

 (ii) Los fondos de pensiones cuentan con seis (6) meses, a partir de la solicitud, para 

adoptar todas las medidas necesarias que faciliten el pago efectivo de mesadas 

pensionales. 

  

(iii) La entidad debe emitir un pronunciamiento de fondo, es decir, que las solicitudes se 

resuelvan materialmente y, además, notificarlas al peticionario. 

  

35. En síntesis, todas las personas tienen derecho a presentar peticiones respetuosas a 

las entidades encargadas de reconocer prestaciones sociales y a recibir una respuesta en 

los términos establecidos por la ley y la jurisprudencia constitucional, esto es, a obtener 

respuesta oportuna y de fondo.” 

 

De las manifestaciones hechas por los intervinientes en este trámite se 

tiene que el 30 de enero de 2020 la apoderada de la parte actora radicó 

documentos ante AFP PROTECCIÓN para la solicitud de pensión de 

sobreviviente, a causa de la muerte del hijo de MARÍA ZOHET RODRÍGUEZ 

RAMÍREZ, como se verifica a continuación: 
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Luego de ello el 12 de febrero de los corrientes, la entidad nuevamente le 

solicitó documentación, y como lo menciona la entidad “allegó alguna 

documentación”, pero en ningún momento se recibió solicitud formal de 

prestación económica por parte de la hoy accionante. 

 

Posteriormente, el 26-06-2020, aporta nuevamente documentación a través 

de la apoderada a lo que recibe respuesta hasta el 21 de agosto 

nuevamente solicitando documentación. 

 

Llama la atención, que según el fondo de pensiones cada vez que se radica 

la documentación no se tiene en cuenta como solicitud de la prestación 

económica, de modo que el término con el que cuenta para dar respuesta 

de fondo, según su argumentación a la fecha, es decir siete meses después 

de la primera radicación de documentos, no puede dar una respuesta de 

fondo a la solicitud, a pesar de haber radicado documentos en tres 
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oportunidades, el 30 de enero, el 12 de febrero y el 26 de junio de los 

corrientes, realizando exigencias tales como un registro civil de nacimiento 

con fecha de expedición no superior a 6 meses, cuando se verifica que el 

aportado fue expedido en septiembre de 2019, es decir que estaría vigente 

tanto para el 30 de enero como para el 12 de febrero de 2020, de lo que se 

desprende que hay una conducta omisiva y dilatoria por AFP PROTECCIÓN 

S.A. para dar trámite a la solicitud de reconocimiento de la pensión de 

sobreviviente. 

 

Así mismo, se tiene que AFP PROTECCIÓN S.A. transcurridos 7 meses, no 

ha dado tal respuesta, aún cuando el artículo 19 DECRETO 656 DE 1994, 

establece un plazo de 4 meses para tal fin, los cuales se encuentran 

ampliamente excedidos, bien sea que el término se cuente desde el 30 de 

enero o desde el 12 de febrero, sin que se considere respuesta de fondo la 

datada del 21 de agosto de 2020, como lo quiere hacer ver la entidad, en 

tanto se indica que se rechaza la solicitud por falta de documentación, no 

por carecer del derecho a la prestación económica y por otro lado porque 

los documentos solicitados fueron aportados en tres ocasiones anteriores, 

sin que se le hubiere advertido su ausencia. 

 

Vistas así las cosas, se tutelará el derecho de petición por cuanto no se 

encuentra justificado el hecho de haber transcurrido el plazo legal para dar 

respuesta, sin haber recibido respuesta clara, concreta y de fondo. Y se 

tutelará igualmente el derecho a seguridad social, pues éste tiene un 

carácter fundamental relacionado con el derecho al mínimo vital y a la 

pensión, más aún, cuando se trata de personas que se encuentran en 

estado de indefensión, y son destinatarias de una especial protección 

constitucional, y en consecuencia, ante la inobservancia de los términos que 

tiene la accionada para contestar la petición, se le niega también su derecho 

a la seguridad social en lo que tiene que ver con su pensión. 

 

DECISIÓN: 
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Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales, Caldas, 

Administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por 

Autoridad de la Ley, 

 

FALLA: 

 

PRIMERO: TUTELAR a MARÍA ZOHET RODRÍGUEZ RAMÍREZ C.C. 

24.330.331, los derechos fundamentales de petición y seguridad social, 

vulnerados por AFP PROTECCIÓN S.A. 

 

SEGUNDO: ORDENAR a AFP PROTECCIÓN S.A. que, en el término de 

cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de esta 

providencia, resuelva de fondo, en forma clara y concreta y además 

notifique la respuesta a la petición de pensión de sobreviviente presentada 

por MARÍA ZOHET RODRÍGUEZ RAMÍREZ el 30/01/2020. 

 

TERCERO: NOTIFICAR el contenido de ésta decisión a las partes 

indicándoles que contra la misma procede la impugnación, dentro de los 

tres (3) días siguientes a la notificación del fallo de tutela. 

 

ORDENAR la remisión del expediente ante la Corte Constitucional para su 

eventual revisión, sino fuere objeto de impugnación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 


